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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de 
julio de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
 
Sr. Caballero García, secretario en 
funciones 
 
 

 
DICTAMEN 196/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 8 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1, debido a daños ocasionados en su propiedad por el derribo del 
inmueble colindante. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de mayo de 2026, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 196/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 30 de julio de 2025 el Ayuntamiento de xxx1 procede a 

la ejecución subsidiaria de la demolición de una finca identificada con 
referencia catastral vvvv, situada en la calle cccc 8 de xxx2. 

 
Segundo.- El 29 de septiembre de 2025 D. yyy1, presenta una 

reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxx1, por 
los daños ocasionados en una vivienda de su propiedad, sita en la calle cccc 
sin número de xxx2, a causa de las obras de derribo de un muro pegado a 
su casa por la esquina de la carretera realizadas el 30 de julio de 2025. 
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EL 5 de noviembre de 2025, presenta escrito al que adjunta informe 
técnico de evaluación de daños causados de 15 de octubre de 2025 que 
calcula en 10.754,81 euros. 
 

Tercero.- Consta en el expediente informe técnico de 29 de octubre 
de 2025 evacuado por arquitecto de la Diputación Provincial de xxx3, en el 
que se señala “En resumen y como conclusión a la solicitud realizada al 
respecto de las reclamaciones realizadas por la aparición de fisuras o grietas 
en inmuebles colindantes se informa que estas no son consecuencia directa 
de las tareas del derribo parcial realizado, ni que las obras constituyen causa 
única de su aparición ni de su origen (…)” 
 

Cuarto.- Obra en el expediente informe técnico de 8 de diciembre de 
2025 emitido a instancia del Ayuntamiento, en el que indica “Aunque no se 
considera que los daños alegados tengan origen en la demolición, y sin 
perjuicio de la ausencia de responsabilidad municipal, se proponen las 
siguientes actuaciones de carácter preventivo y no obligatorio, orientadas a 
mejorar la protección del muro adosado (…)ʺ. 
 

Quinto.- El 7 de enero de 2026 se formula acuerdo indemnizatorio en 
los siguientes términos: “Manifiesta el Sr. yyy1 que si el Ayuntamiento acepta 
reparar la parte de arriba de la fachada se entienden compensados dichos 
gastos con los que corresponden a los daños que se han ocasionado en el 
interior que son de importe superior y que serán reparados por él. 

 
»Todos los presentes se muestran conformes con lo más arriba 

detallado, sin perjuicio de concretar los detalles a la vista del presupuesto del 
albañil e informe de la arquitecto contratada por el Ayuntamiento y en prueba 
de ello, lo firman, en xxx1, a siete de enero de dos mil veintiséis”. 
 

Sexto.- El 4 de febrero de 2026 el arquitecto municipal emite informe 
complementario en el que actualizada el presupuesto de las tareas a realizar 
“La solución técnica que se propone para la reparación de fisuras/grietas y el 
revoco de la esquina es el rejuntado y consolidación con cal y tierra, 
reforzando con malla de fibra de vidrio resistente a los álcalis o fibra de yute 
o similar. El objetivo es devolver la continuidad al muro usando materiales 
que tengan un coeficiente de dilatación similar al original”. 
 

Séptimo.- El 8 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 
estimatoria parcial de la reclamación planteada en los siguientes términos 
“Atender la reclamación de D. yyy1 y que se procede a llevar a cabo en la 
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fachada exterior de su inmueble sito en la calle cccc, 10 de xxx2, la 
reparación de las fisuras / grietas de la parte superior de la misma que ha 
quedado al descubierto tras la demolición y llevar a cabo las actuaciones de 
carácter preventivo y no obligatorio en dicha fachada, ambas detalladas en 
los Informes de la arquitecta Sra. yyy2 de diciembre de 2025 y febrero de 
2026. 

 
»Segundo: Que la cuantía a indemnizar sea de dos mil 

cuatrocientos veinte euros (2.420,00 €)”. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, no consta justificado en el expediente el traslado a la 

parte reclamante del informe técnico de la arquitecta de 4 de febrero de 
2026, en el que se describen los trabajos a realizar en la fachada del 
inmueble. Por ello, al ser este informe técnico de fecha posterior al acuerdo 
de 7 de enero de 2026, deberá quedar acreditado en el expediente el traslado 
del citado informe a fin de que el reclamante pueda mostrar su conformidad. 

 
3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida LPAC.  
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La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 
alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, 
conforme a los artículos 21.1.s), 21.3 y 23 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 
92 de la LPAC. 
 

La reclamación ha sido interpuesta en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de forma genérica, el 
artículo 54 de la LBRL.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público o actividad administrativa en 
relación directa e inmediata; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se 
exige que la reclamación se presente antes de que transcurra un año desde 
el momento en que se produjo el hecho causante. 
 

5ª.- En cuanto al fondo del asunto, la cuestión estriba en determinar 
la realidad y la causa de los daños sufridos en el inmueble del reclamante 
como consecuencia del derribo del edificio colindante. 

 



 

5 
 

En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL, 
establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de 
noviembre. 

 
La eventual responsabilidad del Ayuntamiento encuentra además su 

base en el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, el cual establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la Entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible que el artículo 25.2.a) de la LBRL 

establece que el municipio ejercerá en todo caso como competencias 
propias, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, las siguientes materias:  

 
“a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina 

urbanística. Protección y gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión 
de la vivienda de protección pública con criterios de sostenibilidad financiera. 
Conservación y rehabilitación de la edificación”. 
 

En cuanto a la relación de causalidad entre los daños sufridos por el 
reclamante y la prestación del servicio público, es necesario probar que tales 
daños traen causa directa e inmediata de su funcionamiento normal o 
anormal. Este extremo corresponde acreditarlo a la parte interesada, de 
acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y 
onus probandi incumbit actori, el principio general sobre la carga de la 
prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen de la 
responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de la 
LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su 
caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria. 
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En el presente caso, de los documentos obrantes en el expediente, y 
en particular del reconocimiento por parte de la entidad local de la relación 
de causalidad entre el daño alegado y el funcionamiento del servicio público, 
se desprende que la actuación municipal ha contribuido al deterioro de la 
vivienda del reclamante. 

 
En concreto, figura en el expediente el informe del arquitecto provincial 

en el que afirma “La aparición de este tipo de patologías denunciadas en 
modestas construcciones que han sido realizadas probablemente hace más 
100 años, con materiales y sistemas constructivos tradicionales y rudimentarios, 
deben entenderse indudablemente como la consecuencia de un proceso 
degenerativo de este modelo constructivo, no puntual sino paulatino, que, 
debido a la pobre cimentación superficial existente, así como la degradación 
progresiva de los materiales estructurales de muros portantes y al 
agotamiento y pérdida de su capacidad portante, teniendo en cuenta la edad 
y vida útil del inmueble, son sin duda, influyen y constituyen el origen 
principal de éstas patologías ahora achacadas únicamente a la realización de 
obras en edificación colindante. 

 
»En resumen y como conclusión a la solicitud realizada al 

respecto de las reclamaciones realizadas por la aparición de fisuras o grietas 
en inmuebles colindantes se informa que estas no son consecuencia directa 
de las tareas del derribo parcial realizado, ni que las obras constituyen causa 
única de su aparición ni de su origen, pudiendo afirmar que los factores 
anteriormente mencionados en apartado séptimo, que son intrínsecos a los 
inmuebles colindantes, constituyen y pueden ser considerados como los 
elementos que intervienen e influyen de manera unívoca y directa en la 
aparición de las patologías descritas; entendiendo que si estas edificaciones 
no tuvieran su vida útil prácticamente agotada o fueran de reciente 
construcción, con materiales adecuados y no agotados estructuralmente, las 
obras realizadas nunca hubieran producido los efectos denunciados”.  

  
Sin embargo, la propuesta de resolución reconoce que ha quedado 

confirmada la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio 
público y la lesión producida. 
 

6ª.- Respecto a la propuesta de terminación convencional del 
procedimiento de responsabilidad patrimonial, las partes han mostrado su 
conformidad en comparecencia celebrada el 7 de enero de 2026. 
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El artículo 86.5 de la LPAC, en relación con los acuerdos de terminación 
convencional y finalizadores de los procedimientos administrativos, establece 
que “En los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, el 
acuerdo alcanzado entre las partes deberá fijar la cuantía y modo de 
indemnización de acuerdo con los criterios que para calcularla y abonarla 
establece el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público”. 
Por su parte, el artículo 91.1 señala: “Una vez recibido, en su caso, el 
dictamen al que se refiere el artículo 81.2 o, cuando este no sea preceptivo, 
una vez finalizado el trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o 
someterá la propuesta de acuerdo para su formalización por el interesado y 
por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando no se 
estimase procedente formalizar la propuesta de terminación convencional, el 
órgano competente resolverá en los términos previstos en el apartado 
siguiente”.  

 
El conjunto de estos preceptos exige los siguientes trámites:  
 

- Propuesta de acuerdo que podrá hacer el instructor durante el 
procedimiento en el que fijará los términos definitivos del acuerdo 
indemnizatorio que estaría dispuesto a suscribir. 

 
- Dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo de la 

Comunidad Autónoma, según el régimen general.  
 
- Cuando el instructor estime procedente la terminación 

convencional, propondrá su aceptación al órgano competente para decidir.  
 

En el supuesto sometido a dictamen concurren todos los requisitos 
legales exigidos para la terminación convencional del procedimiento de 
responsabilidad patrimonial. La propuesta de acuerdo dispone “Por parte del 
Ayuntamiento se encarga la redacción de un informe técnico complementario 
a Dña. yyy2 (Doc. 8) y la realización de los trabajos de reparación de la parte 
de arriba de la fachada, para que se lleven a cabo a la mayor brevedad 
posible, teniendo en cuenta que las lluvias en los primeros meses del año 
son intensas y así evitar que el inmueble del Sr. yyy1 se vea afectado”. 

 
En coherencia con lo expuesto la parte dispositiva del acuerdo 

propone en su punto Primero: “Atender la reclamación de D. yyy1 y se 
procede a llevar a cabo en la fachada exterior de su inmueble sito en la calle 
cccc, 10 de xxx2, la reparación de las fisuras/grietas de la parte superior de 
la misma que ha quedado al descubierto tras la demolición y llevar a cabo las 



 

8 
 

actuaciones de carácter preventivo y no obligatorio en dicha fachada, ambas 
detalladas en los Informes de la arquitecta Sra. yyy2 de diciembre de 2025 y 
febrero de 2026. 

 
»Segundo: Que la cuantía a indemnizar sea de dos mil 

cuatrocientos veinte euros (2.420,00 €.)”. 
 
No obstante, cabe advertir que la cuantía indemnizatoria parece no 

coincidir con los presupuestos elaborados por el técnico municipal para la 
reparación de fisuras/grietas de la parte superior de la fachada del inmueble, 
por lo que procedería su revisión, sin perjuicio de que finalmente se haya de 
estar al valor de la ejecución material de la obra. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Al estimar que concurren los requisitos para determinar la existencia 

de la responsabilidad patrimonial reclamada, procede, en los términos 
señalados, la terminación convencional del procedimiento iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por D. yyy1, debido a daños 
ocasionados en su propiedad por el derribo del inmueble colindante. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


